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Grana Martínez y la Juez Vicenty Nazario.  

 

González Vargas, Troadio, Juez Ponente.  
 

R E S O L U C I Ó N 

 En San Juan, Puerto Rico, a 22 de enero de 2016.  

Durante el presente pleito civil el demandante y los 

demandados llegaron a ciertos acuerdos en una vista celebrada en 

el Tribunal de Primera Instancia de Arecibo (TPI). El Foro de 

Instancia les concedió un término a esas partes para que 

sometieran la estipulación por escrito, luego de que finiquitaran los 

extremos aun inconclusos. Las partes finalmente no lograron 

plasmar tal acuerdo por escrito por no haber podido superar las 

diferencias sobre esos extremos, principalmente luego de tasada la 

propiedad en controversia por debajo del precio que se anticipaba. 

Ante ese cuadro, los demandantes solicitaron al foro de instancia 

que dictara sentencia, conforme  a lo informado en la vista, con  
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respecto  a lo cual se alegaba que se había configurado un acuerdo 

transaccional vinculante. Los demandantes en cambio se opusieron.  

Ante lo que percibió como una falta de acuerdo, el TPI determinó 

pautar el correspondiente juicio en su fondo. Los demandantes 

acuden ante este Foro mediante recurso de certiorari, en el que nos 

solicitan que revoquemos la determinación del foro de instancia y, 

en cambio, dictemos sentencia conforme lo acordado. Por las 

razones que señalaremos a continuación, denegamos el auto. 

I 

 En octubre de 2007, la Comunidad Agrícola Bianchi interpuso 

una demanda de cobro de dinero en contra de Ramón Morales 

González y su esposa, María Milagros Rivera Rodríguez. La causa 

de acción se relacionaba con unos terrenos localizados frente a la 

carretera 411, Km. 2.4, en el pueblo de Aguada. Según señalaron 

los demandantes, este terreno fue segregado en 10 solares. De los 

10, 5 fueron adquiridos por los demandados mediante venta directa. 

En los solares identificados del 4 al 8 se encuentra ubicado un 

negocio de los demandados, de nombre Mueblería La 15, y en los 

solares 9A y 9B están ubicadas unas instalaciones del Banco 

Popular y un estacionamiento, respectivamente. Según los 

demandantes, la parte demandada adquirió de éstos mediante 

Escritura los solares 4, 5 y 6. En cuanto al solar 8, indicaron que 

supuestamente fue adquirido mediante cesión, el 9 por Escritura y el 

10 era del Banco Popular. Los demandantes alegaron que a pesar 

de que los demandados no adquirieron el solar 7, ni el 8, éstos se 

encontraban ocupándolos. También alegaron que el solar 9 fue 

segregado por los demandados, pero que ellos alteraron los puntos 

que conformaban el solar, afectando un terreno que les pertenecía a 

los demandantes. Como resarcimiento, los demandantes solicitaron 
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que se les condenara a los demandados al pago de ciertas sumas 

de dinero por la ocupación de los terrenos sin pago de canon o 

merced alguna.  

 Los demandados negaron algunas de las alegaciones y 

aceptaron otras. Pasados varios trámites y durante una vista en el 

Tribunal, las partes informaron al TPI que estaban próximos a  

disponer  de la demanda por vía de transacción, que habían logrado 

acuerdos sobre los extremos esenciales,  y que estaban en dialogo 

para refinar otros aspectos segundarios aún pendientes de 

acuerdos específicos.  De ahí que  los representantes legales de las 

partes se comprometieron a redactar las estipulaciones por escrito y 

presentarlas al Tribunal para que se dictar sentencia de 

conformidad. Ante el incumplimiento con lo anterior, el 16 de 

septiembre de 2014, el foro de instancia les concedió a las partes 

un término final de 15 días para que sometieran la estipulación y les 

apercibió de la imposición de sanciones por el incumplimiento con 

esta orden. Nuevamente, el 3 de noviembre de 2014, el TPI les 

concedió 10 días adicionales para que anunciaran el resultado de 

las negociaciones,  bajo apercibimiento de sanciones. El 25 de 

noviembre de 2014, el demandante solicitó un término adicional. En 

atención a ello, el 26 de noviembre de 2014, el TPI les concedió 30 

días adicionales.  

Ante el incumplimiento de las partes en formalizar el acuerdo 

anunciado, el 28 de enero de 2015, el TPI pautó tres días de juicio 

para junio de 2015. Luego, la parte demandante le informó al TPI 

que se encontraba en espera de que los demandados firmaran el 

acuerdo de estipulación por escrito. Ante ello, el TPI advirtió que 

para el 23 de junio de 2015 las partes deberían comparecer con la 

estipulación firmada. Más adelante, los demandados comunicaron 
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su inconformidad con el acuerdo únicamente en cuanto a la 

tasación de una propiedad,  pero que aún estaban en disposición de 

llegar a una estipulación satisfactoria. Ante este cuadro, el TPI 

emitió una orden en la que advirtió que los señalamientos de juicio 

no se habían cancelado y les advirtió a las partes que de no haber 

estipulación antes del 23 de junio de 2015, así lo informaran. El 

juicio para esas fechas fue trasferido y más adelante los 

demandantes sometieron una moción para que se dictara sentencia. 

A esta moción los demandantes unieron la transcripción de lo 

sucedido durante la vista en la que alegan haber llegado al acuerdo 

en cuestión.  

 El 14 de agosto de 2015, los demandados sometieron su 

oposición a que se dictara sentencia. Aseveraron que estaban en la 

mejor disposición de finiquitar el  acuerdo y consignarlo por escrito y 

que, en cambio, era la parte demandante quien rehusaba así 

hacerlo. Señalaron que la única controversia tenía que ver con la 

tasación de la propiedad que acordaron ceder. Esbozaron que 

garantizaron un precio mínimo de $175,000 por esa propiedad, 

sujeto a la tasación y que el tasador de los demandantes la tasó en 

ese precio, sin embargo, los demandantes entendían e insistían en 

que el valor de la propiedad era de $230,000.  

 El 19 de agosto de 2015, el TPI señaló juicio en su fondo para 

el 27 y 28 de enero de 2016. Los demandantes solicitaron 

reconsideración de esta determinación y, reiteraron su pedido de 

que se dictara sentencia. En atención a esta solicitud, el foro de 

instancia emitió el siguiente dictamen: 

No ha lugar. Véase Orden de 28 de enero de 2015, 
donde se dispuso que al no haber formalizado las 
partes el acuerdo por escrito anunciado se señaló para 
vista. Véase órdenes subsiguientes sobre el particular. 
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Se mantiene el señalamiento de juicio. De llegar las 
partes a un acuerdo por escrito, informen al Tribunal.  
 

 Insatisfecha con la referida determinación, la demandante 

Comunidad Agrícola Bianchi interpuso el recurso de certiorari que 

nos ocupa. Le imputó al foro de instancia errar al “no reconocer que 

las partes llegaron a una transacción y proceder a dictar sentencia 

conforme a la misma.” Le concedimos un término a los recurridos 

para que expresaran su posición y el 17 de diciembre de 2015, 

éstos comparecieron en oposición. 

II 

De ordinario, quien presenta un recurso de certiorari pretende 

la revisión de asuntos interlocutorios que han sido dispuestos por el 

foro de instancia en el transcurso y manejo del caso. Distinto al 

recurso de apelación, el tribunal al que se recurre mediante el 

recurso extraordinario de certiorari tiene discreción para atender el 

asunto planteado, ya sea expidiendo el auto o denegándolo. Véase, 

Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 D.P.R. 580, 596 

(2011); Pueblo v. Díaz De León, 176 D.P.R. 913, 917 (2009); García 

v. Padró, 165 D.P.R. 324, 334 (2005). Es decir, la principal 

característica del certiorari es “la discreción encomendada al tribunal 

revisor para autorizar su expedición y adjudicar sus méritos.” IG 

Builders et al. v. BBVAPR, 185 D.P.R. 307, 338 (2012). Para una 

pormenorización de los criterios que este Foro toma en 

consideración a la hora de expedir o denegar un certiorari, véase la 

Regla 40 del Reglamento de este Tribunal, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B. 

La atención de este tipo de recurso aconseja prudencia. Sólo 

se justificará nuestra intervención cuando surja que el foro de 

instancia haya cometido “un craso abuso de discreción o que el 

tribunal actuó con prejuicio y parcialidad, o que se equivocó en la 



 
 

 

KLCE201501562 

 

6 

interpretación o aplicación de cualquier norma procesal o de 

derecho sustantivo, y que nuestra intervención en esa etapa evitará 

un perjuicio sustancial.” Lluch v. España Service, 117 D.P.R. 729, 

745 (1986). Nuestro rol al atender recursos de certiorari descansa 

en la conjetura de que es el foro de instancia quien está en mejor 

posición para resolver controversias interlocutorias, o de manejo del 

caso, y en la cautela que debemos ejercer para no interrumpir 

injustificadamente el curso corriente de los pleitos que se ventilan 

ante ese foro. Véase, Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 

D.P.R. 83, 97 (2008).      

III 

 De una lectura de la transcripción de la vista en cuestión 

surge que las partes lograron acordar lo siguiente: (1) que la parte 

demandada pagaría la suma de $33,955 por una franja de terreno; 

(2) que esa parte le cedería a la parte demandante, mediante 

Escritura de Permuta, un edificio localizado en la calle Guamá, #50 

en Aguada, cuyo valor estimaban en la cantidad de $230,000.  No 

obstante, se garantizaba un valor de hasta $175,000 y se 

afianzaban otros $25,000 en caso de que no se lograra una 

tasación por ese valor mínimo. En cambio, los demandantes 

legalizarían a favor de los demandados los solares 7 y 8. 

Igualmente, de una lectura de la totalidad de la vista se puede 

colegir que los representantes legales de las partes se habían 

comprometido a reducir a escrito esos acuerdos una vez pudieran 

lograr resolver o convenir en cuanto a ciertos extremos que no 

habían podido finiquitar en la vista. Aparentemente  ese proceso se 

complicó luego que la propiedad fuera tasada por debajo  del precio 

que se anticipaba de $230,00. Precisamente,  el asunto  aun 

inconcluso en la vista anterior se centraba  en la garantía del pago 
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de la cantidad no cubierta por la venta de la propiedad, cuyo precio 

mínimo se garantizaba en la suma de $175,000.1  

 Hemos revisado la transcripción de la vista,  así como los 

escritos de las partes, los que nos mueven a declinar intervenir con 

el criterio e interpretación del TPI sobre lo ocurrido sobre el 

particular en este caso. No podemos razonablemente concluir que 

el foro de instancia hubiera abusado de su discreción o procedido 

caprichosamente al rechazar el planteamiento de la parte 

peticionaria a los efectos de que se había logrado un acuerdo 

transaccional final y ejecutable en este caso. Además de lo ocurrido 

en la vista y del desarrollo del proceso luego de este incidente 

procesal,  la ausencia de un documento por escrito que recogiera la 

totalidad del acuerdo dificulta acoger tal planteamiento. La 

jurisprudencia ha establecido que un contrato de transacción se 

perfecciona cuando concurren los siguientes requisitos: (1) una 

relación jurídica incierta litigiosa y controvertida; (2) la intención de 

los contratantes de componer el litigio y sustituir la relación dudosa 

por otra cierta e incontestable; y, (3) las recíprocas concesiones de 

las partes. Mun. de San Juan v. Prof. Research, 171 D.P.R. 219, 

239 (2007); Citibank v. Dependable Ins. Co. Inc., 121 D.P.R. 503, 

512-513 (1988). El segundo requisito no está del todo claro en este 

caso, por lo que no es irrazonable continuar con el pleito sin 

mayores dilaciones, según determinado por el TPI.  

IV 

 A la vista de todo lo anterior, se deniega el auto de certiorari. 

                                                 
1
 Según los recurridos: “[s]i ahora la parte peticionaria no desea proceder porque la 

propiedad no tasó $230,000, es su decisión. La parte recurrida estuvo y está en 
disposición de cumplir con lo discutido. […] La parte recurrida continúa garantizando el 
mínimo de $175,000 y dispuesto al pago de los 33,955.00. Tal como se discutió.” Véase 
la página 5 del escrito en oposición de los recurridos.  
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 Notifíquese inmediatamente por fax, correo electrónico, y por 

la vía ordinaria. 

 Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


